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Obligaciones propter rem vinculadas a los bienes inmuebles

En un contexto de creciente inversión internacional en el mercado inmobiliario español, resulta necesario ofre-
cer mecanismos que protejan a los inversores frente a los daños derivados de una administración defectuosa 
de inmuebles colindantes. En nuestro ordenamiento jurídico, la normativa que regula estos mecanismos se 
encuentra dispersa tanto a nivel territorial como por ramas del derecho. Debido a esta dispersión y amplitud 
normativa, el presente texto se centra en el análisis de las obligaciones propter rem que tienen los propieta-
rios de bienes inmuebles por ostentar tal condición, siendo un mecanismo jurídico esencial para garantizar la 
adecuada conservación, mantenimiento y uso de los inmuebles, que protege tanto los intereses individuales de 
cada propietario como los intereses colectivos.
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Propter rem obligations over real estate assets

In the context of rising foreign investment in the Spanish real estate market, investors need to be protected 
against damage resulting from the poor management of neighbouring properties. Spanish regulations 
governing this protection are scattered across different areas of law and territorial levels. This document 
therefore focuses on analysing owners’ propter rem obligations. This is an essential legal mechanism for 
ensuring that properties are conserved, maintained and used properly, and for protecting both the individual 
and collective interests of owners.
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1.	 Introducción

Hace ya años que los inversores internacionales desempeñan un papel protagonista en las opera-
ciones inmobiliarias en España. Sin embargo, no es raro que estos se enfrenten a cierta sorpresa 
o confusión al tener que lidiar con una normativa y unos trámites que les resultan desconocidos, 
especialmente en lo relativo a los derechos que les asisten como propietarios de inmuebles. En 
particular, esta inseguridad es habitual cuando los intereses del propietario pueden verse afecta-
dos por las actuaciones de otros titulares de derechos sobre bienes inmuebles, como en casos de 
copropiedad, propiedades colindantes o medianerías, o en lo referente a los elementos comunes 
dentro de una comunidad de propietarios.

Disponer de la propiedad de un inmueble implica, en el derecho español, la asunción de una 
serie de deberes derivados de la necesidad de evitar riesgos o daños que este pudiera ocasionar, 
especialmente como consecuencia de una falta de diligencia en su conservación y mantenimiento. 
Esta preocupación ha estado siempre presente en la mirada del legislador. Ya en el derecho ro-
mano se preveía la actio de effusis vel deiectis, que establecía una responsabilidad objetiva para el 
habitante del inmueble desde el cual se desprendía algún objeto que causara daño a un tercero, 
y que en nuestro ordenamiento encuentra su reflejo más cercano en el artículo 1910 del Código 
Civil (“CC”). Aunque la normativa actual difiere de aquella acción romana, subyace en ambas una 
misma lógica: la protección de los terceros frente a los perjuicios derivados de un mantenimiento 
deficiente del edificio.

En este contexto, el presente texto tiene por objeto analizar las principales normas en las que 
nuestro derecho privado establece obligaciones para los propietarios en relación con la conserva-
ción y el mantenimiento de sus inmuebles. 

2.	 Obligaciones propter rem y otras figuras

En este contexto, y dejando a un lado la discusión doctrinal en cuanto a su clasificación como obli-
gación o derecho real in facendo, es indispensable mencionar las obligaciones propter rem de los 
propietarios de bienes inmuebles. Se trata de aquellas cargas o deberes que recaen sobre el titular 
de un bien por el mero hecho de contar con esa titularidad y se caracterizan por el hecho de que 
su existencia y exigibilidad están directamente vinculadas a la propiedad del bien, de modo que, 
cuando el inmueble se transmite, la obligación pasa automáticamente al nuevo propietario. Un 
ejemplo es el pago de las cuotas de la comunidad de propietarios en un edificio. Las obligaciones 
propter rem constituyen mecanismos jurídicos para garantizar el cumplimiento de ciertas presta-
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ciones que resultan esenciales para la adecuada utilización, conservación o disfrute de los bienes 
inmuebles, así como para la protección de intereses colectivos o de terceros. 

Por su parte, los derechos ob rem son aquellos derechos que, aun referidos a una cosa determi-
nada, se encuentran subordinados a una relación jurídica específica y no otorgan un poder in-
mediato y directo sobre la cosa, a diferencia de los derechos reales (e. g., derecho de adquisición 
preferente del copropietario o derecho de tanteo o retracto del arrendatario).

Asimismo, en el ámbito de los derechos reales, es fundamental distinguir entre el ius ad rem y el 
ius in re. El ius ad rem es un derecho que otorga a su titular la facultad de exigir la adquisición de 
un derecho real sobre un bien, generalmente derivado de una relación obligacional previa. Por su 
parte, el ius in re es el derecho real propiamente dicho, que confiere a su titular un poder directo 
e inmediato sobre la cosa. Mientras que el ius ad rem es un derecho de crédito que puede conver-
tirse en un derecho real, el ius in re implica ya la titularidad efectiva sobre el bien y, por tanto, la 
asunción de las obligaciones propter rem asociadas a él.

Pues bien, teniendo en cuenta los conceptos expuestos y a la luz de la naturaleza de los deberes 
y obligaciones analizados en el presente trabajo, resulta evidente que estamos ante obligaciones 
propter rem, que se distinguen precisamente por recaer sobre el titular en virtud de su condición 
de propietario, reforzando su naturaleza accesoria y real, y constituyen un elemento fundamental 
para asegurar el correcto uso de la propiedad de bienes inmuebles.

3.	 Obligaciones de mantenimiento y conservación 
según el Código Civil

El CC establece algunas obligaciones de mantenimiento para los propietarios. Se trata, en su ma-
yoría, de obligaciones de carácter general y, en cierta medida, han sido superadas por la nor-
mativa derivada del régimen de propiedad horizontal y otras normas administrativas. Asimismo, 
el significado y el alcance de estas obligaciones han sido precisados por la jurisprudencia y la 
doctrina jurídica.

3.1.	 Deber de cuidado

Entre las obligaciones propter rem inherentes a la propiedad, el artículo 389 CC establece la obli-
gación del propietario de demoler o ejecutar las obras necesarias si un edificio, pared, columna o 
cualquier otra construcción amenazase de ruina, con el fin de evitar su caída, o, de lo contrario, la 
autoridad pública competente podrá hacer que se derribe a costa del propietario. 

Además, en estos casos, el propietario será responsable de los daños y perjuicios que se deriven 
de la ruina de todo o parte del edificio si esta se debe a la falta de reparaciones necesarias, es de-
cir, si el propietario incumple los deberes preventivos, deberá responder por los daños causados 
de acuerdo con el artículo 1907 CC.
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Según la jurisprudencia, este deber de cuidado tiene las siguientes características:

i.	 La expresión “amenaza de ruina” no exige una declaración administrativa formal ni que 
la ruina sea real y presente, ya que el deber de cuidado impone también obligaciones 
preventivas1. Basta con que exista un riesgo cierto y objetivo, evaluable de forma clara e 
independiente de percepciones subjetivas, que implique peligro para terceros (SAP Las 
Palmas, 21 de junio de 2018).

ii.	 Ante una amenaza de ruina, el propietario debe optar entre demoler el edificio o realizar 
las reparaciones necesarias que eliminen el riesgo, siempre que estas sean viables. No obs-
tante, si el inmueble tiene valor cultural, histórico o artístico, la normativa puede prohibir 
su demolición.

iii.	 La autoridad competente ante una amenaza de ruina puede ser judicial o administrativa, 
según los intereses afectados. Si son privados, los tribunales pueden intervenir a instancia 
de los perjudicados; si hay un interés público, actúa la Administración. 

En aquellos casos en los que el estado de los bienes inmuebles no pueda clasificarse de ruina, 
pero, aun así, causen daños a las propiedades de terceros por no haber actuado con la diligencia 
exigible, estos terceros perjudicados podrán exigir la correspondiente responsabilidad en virtud 
de los artículos 1902 y 1910 CC. Según el caso concreto, la jurisprudencia distingue la aplicación 
de la responsabilidad extracontractual regulada en el artículo 1902 CC y la responsabilidad obje-
tiva o por riesgo regulada en el artículo 1910 CC. No obstante, en ambos casos, el propietario del 
bien podría quedar exento de responsabilidad si prueba que han actuado con la diligencia debida, 
sin que sea suficiente para exonerar de responsabilidad la simple observancia de las disposiciones 
reglamentarias, aunque no podrá exigirse al propietario mayor diligencia que la exigida a profe-
sionales en la materia.

3.2.	 Obligaciones de mantenimiento

El CC contiene obligaciones de mantenimiento que se aplican específicamente a los copropietarios 
de un bien inmueble cuando este pertenece a varias personas en proindiviso (i. e., condominio). 
No obstante, hay que tener en cuenta que, con respecto a los bienes inmuebles divididos horizon-
talmente, estas obligaciones han sido sustituidas por su régimen jurídico específico. 

Según el artículo 395 del Código Civil, cada copropietario debe contribuir a los gastos necesarios 
para el mantenimiento del condominio y puede exigir a los demás que hagan lo mismo2. Esta 
obligación presenta las siguientes características:

i.	 Deriva directamente del hecho de ser copropietario, por lo que no requiere acuerdo pre-
vio entre los copropietarios para exigirse.

ii.	 La contribución debe hacerse en proporción a la cuota de participación.

iii.	 Quien adelante gastos comunes podrá reclamar su reembolso a los demás.
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iv.	 Se incluyen los gastos necesarios para conservar la cosa común y evitar su deterioro o des-
trucción, pero no los destinados exclusivamente a aumentar su valor o utilidad.

v.	 Cualquier copropietario puede eximirse de esta obligación renunciando a su cuota, sin 
necesidad del consentimiento de los demás. Esta renuncia debe ser clara, inequívoca y 
conforme a la buena fe, sin que sea admisible si ha generado expectativas razonables de 
participación en los gastos.

3.3.	 Obligaciones derivadas de la servidumbre de medianería

Las servidumbres medianeras, reguladas en los artículos 571 y siguientes del CC, recaen sobre ele-
mentos (p. ej., muro, pared, zanja o seto) situados en la línea divisoria entre dos fincas, en posición 
vertical u horizontal, y se han llegado a considerar una forma de copropiedad tanto por la doctrina 
como por la jurisprudencia3. Su existencia implica diversas obligaciones de mantenimiento para 
los propietarios colindantes.

i.	 Todos los propietarios deben contribuir a los gastos necesarios para el mantenimiento 
según su cuota de participación. Son obligatorias las obras y reparaciones necesarias para 
evitar daños en la medianera o en los edificios apoyados en ella. Todas las demás obras 
requieren el consentimiento unánime de los propietarios. 

ii.	 El principio general antes mencionado no se aplica en el caso de defectos o daños causa-
dos a la medianera por uno de los propietarios. En estos casos, el propietario responsable 
de los daños debe soportar la totalidad de los costes de las reparaciones. 

iii.	 Existen varias limitaciones a los derechos de uso de una pared medianera: no impedir al 
resto de los propietarios el ejercicio de sus derechos y el uso común, u obtener el consen-
timiento previo de los propietarios para construir y apoyar obras en la pared medianera o 
insertar vigas hasta la mitad del espesor de la pared.

iv.	 Si el propietario de un edificio que se apoya en una pared medianera desea demoler su 
edificio, puede renunciar a sus derechos relacionados con la pared medianera, pero será 
responsable de los gastos necesarios para evitar los daños que la demolición pueda causar 
a la pared medianera.

v.	 Ningún propietario puede introducir ventanas o hacer agujeros en la pared medianera sin 
el consentimiento de los otros propietarios. En caso de que esto ocurra, los propietarios 
que no dieron su consentimiento tienen derecho a exigir el cierre de esos agujeros.
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4.	 Obligaciones derivadas del régimen de propiedad 
horizontal

La Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad horizontal (la “LPH”) establece el marco legal 
para la regulación de las comunidades de propietarios organizadas como propiedad horizontal, 
introduce varias obligaciones de mantenimiento para los propietarios y prevé un margen de au-
tonomía para la regulación interna de las comunidades, mediante la aprobación de sus propias 
normas específicas. 

4.1.	 Régimen voluntario

Por un lado, los estatutos establecen el marco general de derechos y deberes derivados del ré-
gimen de propiedad horizontal, sin contravenir la ley, y deben ser aprobados por unanimidad 
de los propietarios y sus cuotas de participación (artículo 17.6 de la LPH). Como regla general, 
el régimen establecido por los estatutos no perjudicará a terceros si no se inscribe en el Registro 
de la Propiedad4. Sin embargo, esta regla tiene una excepción: si el tercero implicado ha tenido 
conocimiento de la existencia del régimen estatutario antes de adquirir su derecho o antes de la 
inscripción de los estatutos, este quedaría sujeto al régimen. Esta cuestión es crucial en el caso 
de los terceros que pueden tener derechos sobre los elementos que conforman la comunidad 
distintos de la propiedad (entre otros, contratos de arrendamiento o derechos de servidumbre). 

Por otro lado, el artículo 6 de la LPH confiere a los propietarios la facultad de establecer normas 
para regular la convivencia y la utilización de los servicios y elementos comunes dentro de los lími-
tes de la LPH y los estatutos. Se centra, por tanto, en cuestiones cotidianas derivadas del funciona-
miento de la comunidad de propietarios. Estas normas, que pueden recogerse conjuntamente en 
un reglamento de régimen interior, deben ser aprobadas por mayoría simple de los propietarios 
que representen la mayoría de las cuotas de participación, dado que, al no estar expresamente 
previsto en ninguno de los supuestos de mayorías específicas, será de aplicación la mayoría simple 
del artículo 17.7 de la LPH. Asimismo, al contrario que los estatutos, estas normas no tienen acceso 
al Registro de la Propiedad, aunque sí pueden ser eficaces frente a terceros si son conocidas por 
estos5.

La comunidad de propietarios puede establecer sanciones de carácter económico por el incumpli-
miento de los estatutos y las normas internas. No obstante, no puede privar al propietario infractor 
de su derecho de uso sobre la propiedad horizontal, pues solo los tribunales pueden hacerlo. 

Al margen de las normas establecidas en los estatutos y en las normas de régimen interno, la junta 
de propietarios podrá acordar la realización de determinadas obras o reparaciones cuyo coste 
deberá ser asumido por cada propietario. Esta facultad podrá ejercerse en los siguientes términos:
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4.2.	 Régimen legal

La LPH establece varios deberes y obligaciones para los propietarios en relación con el mante-
nimiento y conservación del inmueble, y distingue los deberes que se refieren a los elementos 
privativos de los que se refieren a los elementos comunes.

4.2.1.	 DEBERES Y OBLIGACIONES RELATIVOS A LOS ELEMENTOS PRIVATIVOS

Las principales características del régimen jurídico de los elementos privativos que podemos des-
tacar son las siguientes: 

A.	 Como regla general, de acuerdo con el artículo 7.1 de la LPH, todo propietario tiene dere-
cho a modificar los elementos de su propiedad o local (los elementos privativos), siempre 
que (i) la alteración no perjudique la seguridad, la estructura general, la configuración o 
los elementos exteriores del edificio, ni los derechos de los demás propietarios, y (ii) se no-
tifique previamente a los representantes de la comunidad de propietarios. En este sentido, 
la mera alteración no se califica a este respecto como impedimento, pues ello requiere que 
la alteración suponga un menoscabo objetivo de la seguridad del edificio, correspondien-
do la carga de la prueba a la parte que lo alega. 

B.	 De acuerdo con el artículo 7.2 de la LPH, los propietarios no podrán realizar actividades 
ilícitas, peligrosas o insalubres en su propiedad o local, ni actividades prohibidas por las 
ordenanzas o que sean perjudiciales para el edificio6.

C.	 Además, según el artículo 9.1 de la LPH, todo propietario debe cumplir con las siguientes 
obligaciones de mantenimiento de los elementos privativos:

i.	 Mantener su propia finca en un adecuado estado de conservación, sin perjudicar a 
la comunidad ni a otros propietarios. Esto implica la realización de todas las obras 
y reparaciones necesarias para evitar daños a los elementos comunes o a los demás 
elementos privativos del edificio. 

En este sentido, destaca la sentencia de la Audiencia Provincial de Tarragona de 5 de 
octubre de 2023 por la que se determina que el propietario de una vivienda, indepen-
dientemente de que estuviese ocupada ilegalmente, debe responder por los daños 
derivados de un incendio producido en ella, debido a que, pese a no tener la posesión 
de la vivienda, no llevó a cabo ninguna actividad diligente para evitar la producción 
del daño, es decir, califica la responsabilidad del propietario por los daños derivados 
de su inmueble como una responsabilidad objetiva.

ii.	 Consentir las reparaciones y obras necesarias en su finca de acuerdo con la ley, tenien-
do derecho a indemnización por parte de la comunidad de propietarios por los daños 
causados, en su caso, tratándose de aquellas obras y reparaciones que se consideren 
necesarias para el normal funcionamiento del edificio.
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4.2.2.	DEBERES Y OBLIGACIONES RELATIVOS A LOS ELEMENTOS COMUNES

Por su parte, respecto a los elementos comunes, el artículo 9.1 de la LPH también establece una 
serie de obligaciones propter rem para todo propietario, que deberá:

i.	 Contribuir, según su cuota de participación en la propiedad horizontal, a los gastos gene-
rales para el adecuado mantenimiento del edificio y sus servicios. Se entiende por “gastos 
generales” aquellos que son necesarios para el adecuado mantenimiento del edificio y de 
los elementos y servicios comunes, y que no pueden ser asignados y distribuidos indivi-
dualmente a cada propietario. 

ii.	 Contribuir, según su cuota de participación, al fondo de reserva común constituido para las 
obras de mantenimiento, reparación y rehabilitación del edificio.

Por otra parte, y en contra de la regla general que establece que se requiere la aprobación de la 
comunidad de propietarios para la realización de obras que afecten a los elementos comunes, 
el artículo 10.1 LPH establece determinadas obras obligatorias que no requieren dicho acuerdo 
previo:

i.	 Las obras necesarias para el mantenimiento y conservación del edificio y de sus servicios e 
instalaciones comunes, así como las reparaciones necesarias en caso de daños o deterioro 
del edificio o de sus elementos. Si no se cumplen estas obligaciones, la comunidad deberá 
indemnizar los daños producidos, incluso si son imputables a terceros, sin perjuicio de las 
acciones que pueda ejercer7.

ii.	 Las obras necesarias para garantizar la accesibilidad universal al edificio, siempre que su 
coste anual no supere los gastos comunes ordinarios de doce meses, excluidas las subven-
ciones públicas aplicables. En este caso, se incluyen no solo las obras exigidas por la nor-
mativa aplicable, sino también las que se consideren razonables para tal fin (los tribunales 
determinan esta calificación caso por caso). 

iii.	 Las obras y toda alteración de la estructura del edificio (incluida la agregación o segrega-
ción de fincas o locales) derivadas de la inclusión del edificio en un plan de rehabilitación, 
regeneración o renovación urbanas, lo cual dependerá de las disposiciones específicas de 
dichos planes. 

5.	Obligaciones de aseguramiento de bienes 
inmuebles

La normativa española contempla mecanismos preventivos para proteger activos inmobiliarios 
mediante la contratación obligatoria de ciertos seguros. Entre ellos destacan los siguientes:

i.	 Seguro decenal. Según el artículo 19.1 y la disposición adicional segunda de la Ley de Or-
denación de la Edificación (LOE), es obligatorio contratar un seguro de daños materiales 
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estructurales para edificios cuyo destino principal sea de vivienda, siempre que vayan a 
ser transmitidos a terceros. Esta obligación no se aplica al autopromotor individual de una 
única vivienda para uso propio8. El seguro, con una duración de diez años desde la recep-
ción de la obra, cubre los daños materiales causados por vicios o defectos que afecten a 
elementos estructurales del edificio. El promotor inmobiliario es quien debe contratarlo, 
y son beneficiarios tanto él como los sucesivos adquirentes del inmueble o parte de este.

ii.	 Seguro hipotecario. El Real Decreto 716/2009, de 24 de abril, por el que se desarrolla 
la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario, establece en su 
artículo 10 que, cuando un bien inmueble garantiza un crédito hipotecario, debe contra-
tarse un seguro de daños y debe incluirse el derecho de crédito vinculado al seguro en el 
registro especial previsto en el artículo 9 del Real Decreto-ley 24/2021, de 2 de noviembre. 
Este seguro debe cubrir, como mínimo, incendios, explosiones, fenómenos meteorológi-
cos (como pedrisco o heladas) y robo. La suma asegurada debe coincidir con el valor de 
tasación del bien, excluyendo el valor del suelo y de los elementos no asegurables por su 
naturaleza.

iii.	 Seguros exigidos por la normativa regional. Algunos seguros específicos son exigidos por 
la normativa establecida por las Administraciones locales, como es el caso del seguro con-
tra incendios y daños a terceros exigido para todos los edificios en la Comunidad Autóno-
ma de Madrid9 o en la Comunidad Valenciana10.

6.	Conclusiones

Aunque el presente análisis se ha centrado en el ámbito del derecho privado estatal, lo cierto es 
que no existe una regulación única y sistematizada sobre el régimen jurídico aplicable a la respon-
sabilidad de los propietarios derivada de los daños ocasionados por la situación de los inmuebles 
que les pertenecen. Estas obligaciones —especialmente las relativas a la conservación, el mante-
nimiento y la prevención de daños a terceros— se encuentran dispersas en distintas normas civiles 
y han sido objeto de constante desarrollo jurisprudencial.

En particular, los propietarios cuentan con diversas herramientas para proteger sus derechos. 
Entre ellas, destaca la posibilidad de ejercer acciones legales para exigir el cumplimiento de los 
deberes de conservación por parte de otros propietarios cuando exista un riesgo para sus bienes. 
Además, en casos de riesgo o daño causado por un inmueble, el afectado puede solicitar al juez la 
adopción de medidas cautelares —no enumeradas de forma cerrada en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil (LEC)— siempre que se cumpla que (i) exista riesgo de ineficacia de la futura sentencia (pe-
riculum in mora), (ii) exista apariencia de buen derecho (fumus boni iuris) y (iii) la prestación de 
una garantía suficiente para cubrir los daños que pueda sufrir el demandado. Estas medidas son 
especialmente útiles para anticiparse a responsabilidades por falta de diligencia en la conserva-
ción del inmueble.

Por otro lado, los mecanismos ex post incluyen el régimen de responsabilidad civil regulado en los 
artículos 1902, 1907 y 1910 del Código Civil, que permite reclamar daños y perjuicios derivados 



132

Foro de Actualidad

del incumplimiento de los deberes legales de mantenimiento, tanto en situaciones de culpa como 
en supuestos de responsabilidad objetiva o por riesgo, especialmente cuando el daño se produce 
por elementos estructurales del edificio o elementos comunes. Asimismo, existe la posibilidad de 
obtener compensación bajo los seguros obligatorios, aunque sea en supuestos más concretos (por 
ejemplo, el seguro decenal o el seguro de daños en bienes hipotecados).

En consecuencia, puede afirmarse que el derecho de propiedad sobre los bienes inmuebles se 
encuentra limitado por un conjunto de obligaciones propter rem impuestas por el legislador con 
el objetivo de garantizar su conservación y mantenimiento. Tales deberes tienen una doble fina-
lidad: proteger los derechos de terceros potencialmente afectados y favorecer la adaptación de 
los inmuebles a las exigencias legales, técnicas y funcionales vigentes en cada momento, lo que 
contribuye a una edificación más segura, sostenible y coherente con los intereses generales.
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Notas

1  Vid. expresamente en este sentido la STS de 27 de noviembre de 2002, en la que se afirma que, dado que la “ruina se presentaba amenazante, ya por 
ello obligaba a la propiedad a adoptar las medidas previstas en el artículo 389 del Código Civil”.

2  Nuestros tribunales han admitido ampliamente que cualquier copropietario pueda representar a la comunidad, siempre que, de prosperar su 
pretensión, reporte un beneficio a toda la comunidad. En particular, nos referimos al derecho de todo copropietario a usar la cosa común, siempre que 
no perturbe el uso de los demás copropietarios de conformidad con el artículo 394 CC, la obligación de no modificar la finca sin previo consentimiento 
de los demás copropietarios en virtud del artículo 397 CC, y la obligación de administrar y usar la cosa común según el acuerdo de la mayoría de los 
copropietarios según el artículo 398 CC. En este sentido, destacan las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1991, 2 de octubre de 1992 
y 24 de junio de 2004.

3  Destacan la Resolución de la Dirección General del Registros y del Notariado (actual DGSJFP) de 15 de septiembre de 2009 y la sentencia del Tribunal 
Supremo de 14 de abril de 2005.

4  De conformidad con lo previsto en el artículo 5 de la LPH “el título podrá contener, además, reglas de constitución y ejercicio del derecho y disposiciones 
no prohibidas por la ley en orden al uso o destino del edificio, sus diferentes pisos o locales, instalaciones y servicios, gastos, administración y gobierno, 
seguros, conservación y reparaciones, formando un estatuto privativo que no perjudicará a terceros si no ha sido inscrito en el Registro de la Propiedad”.

5  Aunque existe una corriente doctrinal minoritaria que defiende la posibilidad de inscribir las normas de régimen interior, que argumenta que en 
numerosas ocasiones estas se incorporan a los estatutos, lo cierto es que dichas normas no tienen acceso al Registro. En este sentido, Sánchez-Ferrero 
García (2001) afirma que “tampoco las normas de régimen interior, acuerdos por los que se rige una comunidad de propietarios en su funcionamiento 
interno, constan en el Registro, y sin embargo, de existir está claro que vinculan a los propietarios recién llegados a la comunidad.” Por su parte, Magro 
(2024) indica que “aunque no estén inscritas porque no se precisa hacerlo, y lo que debe hacer todo vendedor de inmueble es entregarlas en la compraventa 
al adquirente para que las conozca, ya que las estatutarias están en el registro de la propiedad inscritas”.

6  Corresponde al presidente de la comunidad requerir al infractor para que cese la actividad y, a estos efectos, el Tribunal Supremo en su sentencia 
de 18 de julio del 2012 precisa respecto de las facultades del presidente de la comunidad que “no debe quedar supeditado al acuerdo de la Junta de 
Propietarios, pues ante la violación de normas de la Ley de Propiedad Horizontal y estatutaria, goza de la precisa legitimación causal para proceder a ejercitar 
las acciones que competen a la Comunidad en defensa de los intereses generales, cuando, además, el acto perturbador se realiza en franca contradicción de un 
acuerdo precedente de la Junta de Propietarios”. Esta línea es seguida en la sentencia de 16 de marzo de 2023, en la que se indica que en vía contencioso-
administrativa el presidente de una comunidad de propietarios que ostenta su representación está habilitado para interponer recursos, sin que le sea 
exigible que presente un acuerdo expreso de autorización por parte de la junta.

7  Cuando se producen daños a terceros en relación con los deberes de mantenimiento y conservación del artículo 10.1 LPH, la jurisprudencia distingue 
la aplicación de la responsabilidad extracontractual regulada en el artículo 1902 CC y la responsabilidad objetiva o por riesgo regulada en el artículo 1910 
CC, según el caso concreto. En este sentido, la SAP de Pontevedra de 22 de noviembre de 2013 declara que en el caso objeto de controversia resulta 
de aplicación el artículo 1910 CC, y no el artículo 1902 CC, siendo una clara muestra de la responsabilidad objetiva o por riesgo (SSTS 6 abril 2001 y 28 
de mayo de 2008). Por tanto, la cuestión es determinar si se habían adoptado todas las medidas de conservación de forma que no fuera imputable a 
la comunidad demandada la causa del siniestro, correspondiendo la carga de la prueba a la demanda como titular del elemento común donde habían 
tenido lugar los daños materiales.

En cambio, sí será exigible si transmite la vivienda antes del transcurso del citado plazo de garantía de diez años y el adquirente no le ha exonerado de la 
contratación del seguro. En concreto, no podrá inscribirse en el Registro de la Propiedad la transmisión si no se acredita la suscripción del seguro decenal, 
salvo que el autopromotor acredite la exoneración por parte del nuevo adquirente.

8  De conformidad con el artículo 24 de la Ley 2/1999, de 17 de marzo, de Medidas para la Calidad de la Edificación, todo edificio deberá estar asegurado 
por los riesgos de incendio y daños a terceros. El incumplimiento de esta obligación se considera una falta muy grave a efectos administrativos, tipificada 
en el artículo 26 de la mencionada ley, y sancionada con multa de 60.000 a 150.000 euros aproximadamente.

9  Según el artículo 30 de la Ley de Vivienda de la Comunidad Valenciana, todo edificio destinado a vivienda deberá estar asegurado contra incendios y 
daños a terceros. El incumplimiento de esta obligación se considera una falta grave a efectos administrativos, tipificada en el artículo 68 de la misma ley, 
con la correspondiente multa (entre 600 y 3000 euros aproximadamente) como sanción.

10  Este seguro está previsto que sea contratado por la comunidad de propietarios en su conjunto en el caso de propiedad horizontal, y cubrirá 
los elementos comunes del edificio. Las comunidades de propietarios que suscriban una póliza de seguro con cobertura ampliada frente a riesgos 
extraordinarios tendrán preferencia para obtener subvenciones públicas para la rehabilitación, conservación y mantenimiento del edificio.




